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· En México, el 67 % de las mujeres han sido víctimas de violencia, emocional, fisica o sexual.

· En Guatemala, en promedio, dos mujeres son asesinadas cada día.

· Las mujeres y las niñas constituyen el 80 por ciento de las víctimas de trata, que en su mayoría, es con fines de explotación sexual.

· En Estados Unidos, 83% de las niñas entre 12 y 16 años, han sufrido alguna forma de acoso sexual en las escuelas públicas

· El matrimonio con niñas de 12 años es legal, en la mayoría de países de la región.

· El rapto de niñas no se sanciona, si el agresor se casa con la víctima, (México y Panamá).

· Las niñas y mujeres violadas no pueden interrumpir el embarazo producto de esa violación, aún cuando su vida corra peligro, siempre serán sancionadas en casi la mitad de los países de América Latina.

· El presupuesto que América Latina y el Caribe dedican a prevenir o combatir la violencia hacia las mujeres va del .01% hasta el 0.1% de presupuesto gubernamental, que por lo general es el presupuesto que se asigna a los programas de mujeres, situación que contrasta con los presupuestos inmensos que se destinan a seguridad pública, más del 5 por ciento del PIB en la región, según el PNUD. 
Estos son sólo algunos datos que justifican la necesidad de que la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres tenga plena vigencia en la región y en futuro pueda también amparar a millones de mujeres en todo el mundo.
Si es verdad, hoy las mujeres latinoamericanas y caribeñas contamos con la fuerza del derecho como nuestro aliado, las mujeres de Canadá y los Estados Unidos también lo demandan y estamos seguras de que sus gobiernos pronto se sumaran a este esfuerzo multilateral de hacer efectivo el derecho a una vida libre de violencia.
La llamada Convención de Belém do Pará determina que, toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos
, sin embargo es enfática al señalar un catálogo mínimo de derechos, entre los que destacan:

· Respeto a su vida.
· Respeto a su integridad física, psíquica y moral.

· A la libertad y a la seguridad personales.

· A no ser sometida a torturas.

· Respeto a su dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia.

· Igualdad de protección ante la ley y de la ley.

· A un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos.
La protección y garantía de estos derechos, representan un mínimo indispensable para no permitir violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos de las mujeres.

La Convención de Belem Do Pará, en su artículo 7.b, también establece como obligación de los Estados Parte “actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer". 
Sin duda, la herramienta indispensable para garantizar la tutela de los derechos humanos es la debida diligencia. En materia de protección de los derechos humanos de las mujeres, se ha convertido en el estándar respecto del cual, se puede medir el nivel de cumplimiento de los Estados.

Para estar en posibilidades de garantizar el respeto a los derechos humanos, es necesario el identificar las circunstancias que permiten o toleran la violación de los derechos de las mujeres. Como bien lo afirma la Convención, “la violencia es una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, la discriminación hacia las mujeres en nuestras sociedades es el obstáculo principal para que las personas, y particularmente el grupo mayoritario, las mujeres, podamos acceder a nuestros derechos. De ahí que CEDAW y Belém Do Pará van de la mano, si eliminamos estereotipos, costumbres y prejuicios contra las mujeres, prevenimos y erradicamos la violencia. Accedemos a sociedades más igualitarias y en consecuencia más democráticas. 
Por ello es significativo que la Convención de Belém do Pará cuente con un mecanismo de seguimiento, el MESECVI, que busca contribuir con los Estados Parte de la Convención para lograr que la discriminación y la violencia queden fuera de nuestras de nuestras sociedades.
La virtud del MESECVI es que además de evaluar y proponer medidas legislativas, de política pública y de colaboración sociedad y gobierno para prevenir y sancionar la violencia hacia las mujeres, busca la colaboración con los Estados para avanzar en el cumplimiento de la Convención. 
También el producir un Informe Hemisférico es un gran acierto, ya  que podemos conocer los avances, obstáculos y aciertos en la batalla por eliminar la violencia hacia las mujeres y las niñas, condición necesaria para actuar con la debida diligencia en el respeto a los derechos humanos. 
Considerando que el ejercicio efectivo de sus derechos requiere de acciones en distintos niveles que permitan construir un sistema efectivo de protección, defensa y reparación.
¿Cuáles son algunos de los resultados de este Segundo Informe de la Región? Basados en el cuestionario elaborado por el Comité de Expertas para esta ronda, sobre legislación, planes nacionales, acceso a la justicia, servicios especializados, presupuesto e información y estadísticas. 
Debemos destacar la tendencia positiva a incorporar la definición de violencia contra las mujeres contemplada en la Convención de Belém do Pará, que implica el reconocimiento de que la violencia contra las mujeres constituye una violación a sus derechos humanos y que puede producirse tanto en el ámbito público, como privado. 
Pero insistimos en la necesidad de actualizar y armonizar el marco jurídico teniendo en cuenta dicha definición. No pueden convivir leyes generales para eliminar la violencia con figuras, penales, civiles o administrativas que siguen considerando a las mujeres como objetos, limitando sus derechos o permitiendo violaciones graves a los mismos, como es el caso del matrimonio de niñas o el rapto con excluyentes de responsabilidad; o como la emoción o estado de violencia en lesiones y feminicidios -incluso por adulterio-, por señalar algunos.
El reconocimiento de las diversas formas de violencia contra las mujeres es un gran avance en la región, entre ellas, la violencia moral, entendida como cualquier conducta que implique calumnia, difamación o injuria contra la mujer; y la violencia simbólica, que comprende mensajes, valores y símbolos que trasmiten y reproducen relaciones de dominación, desigualdad.

También el que un número importante de Estados han incorporado las violencias física, psicológica, sexual y patrimonial o económica como formas de violencia doméstica o familiar. Todo ello, contribuye a un marco favorable para la prevención y sanción de la violencia en el ámbito privado; pero se requiere un marco jurídico similar para la violencia que ocurre contra las mujeres en el ámbito público. 
De manera especial nos referimos a la legislación en materia de trata de personas, que, además de ser una preocupación de diversos Organismos Internacionales y Nacionales, constituye la mayor ofensa a la dignidad humana, pero observamos que en varios Estados sigue existiendo confusión respecto al delito de trata de personas y prostitución forzada. Parte de la confusión radica en que la trata puede tener como fin, entre otros, la explotación sexual, por ello insistimos en la revisión de sus nomas y sancionar la prostitución forzada conforme a lo establecido en el Estatuto de Roma. 

El acoso sexual es reconocido por nuestras sociedades como una forma de violencia que debe sancionarse, sin embargo aún tenemos en las legislaciones un limitado marco legal que no considera los ambitos descritos en la Convención o que limitan u obstaculizan los derechos de las vícitimas, por ello insistimos en que además de ser un delito, existan procedimientos o leyes que garanticen los derechos de las víctimas en los ambitos laborales y escolares principalmente y que contemplen la reparación del daño.

La violación y otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio o unión de hecho son una constante, sin embargo la existencia de este delito es cuestionado y las víctimas rara vez logran justicia, es urgente la revisión de las normas penales y de procedimientos para que las mujeres puedan ser atendidas, eliminado los obstáculos que hoy se presentan. 

Al analizar la legislación y las denuncias de violencia intrafamiliar en los diferentes países, las expertas encontramos que varios Estados reportaron contar con métodos de conciliación o avenencia entre el agresor y la víctima, o exoneración de la pena para el agresor si contraía matrimonio con la víctima, o la aplicación del principio de oportunidad, -que consideran los nuevos sistemas penales-, advertimos con preocupación e insistimos en que no se garantiza la igualdad entre las partes, una mujer o una niña agredida y/o maltratada lo único que tiene es temor o terror al agresor, sabe que puede perder la vida si no “perdona o acepta el acuerdo”, nos pronunciamos por sistemas penales que garanticen el respeto a los derechos humanos de las  víctimas.
Lograr el reconocimiento de que la discriminación es el motivo por el cual miles de mujeres mueren o son asesinadas día con día en nuestros países, sigue ausente en la mayoría de las legislaciones y políticas de prevención en la Región. Aunque un grupo de Estados ya cuentan con el delito de femicidio o feminicidio, como Guatemala,  El Salvador y con más de la mitad de los Estados de la Federación Mexicana, que incluyen como razón de género, la violencia y discriminación de la que son objeto las mujeres, otros Estados como Chile han legislado el femicidio como homicidio de la cónyuge o conviviente del agresor.  
Los femicidios pueden y deben prevenirse, se anuncian cada vez que una mujer o una niña acude a un hospital o a una comisaria de policía, a ante un juez, quienes minimizan la denuncia o sólo curan las heridas, todas ellas debieron ser objeto de credibilidad, debieron ser protegidas. Las medidas de protección no pueden seguir siendo capítulos de letra muerta en nuestras leyes, deben cumplir su función: evitar más violencia, evitar la muerte.
El Comité incluyó en el cuestionario algunas preguntas sobre la protección de los derechos sexuales y reproductivos, esto debido a la escasa información que los Estados dieron en el primer informe.  En este sentido lamentamos que los Estados no cuenten o no reportan disposiciones que prevengan y sancionen la violencia obstétrica, la esterilización forzada y la inseminación no consentida.

Es urgente asegurar el consentimiento libre y voluntario de las mujeres en los procedimientos vinculados a su salud sexual. También es necesario adoptar una perspectiva intercultural y la inclusión de las mujeres indígenas a los servicios de salud. 
Por lo que refiere a la Interrupción legal del embarazo cinco Estados (Chile, Dominica, El Salvador, República Dominicana y Saint Kitts y Nevis) reportaron no contar con supuestos de interrupción legal del embarazo. En todos los casos esta interrupción es penalizada. En algunos países del Caribe, como Jamaica o Trinidad y Tobago, aunque la interrupción del embarazo no está permitida en la ley en ningún caso, por derecho común se consideran como excepciones, los motivos terapéuticos o el embarazo producido por violación.
En los Estados que lo consideran, en algunos casos se concentraron en reportar los artículos del Código Penal en los que se encuentran, sin embargo, no mencionan la existencia de protocolos o guías de atención que permitan asegurar su aplicación efectiva en los centros de salud y garantizar el acceso de mujeres a dicho procedimiento.
En lo referido a la anticoncepción oral de emergencia, diez países de la región reportaron contar con disposiciones que permiten su reparto gratuito, especialmente en casos de violencia sexual. Sin embargo no informan que lo hagan, ni cuantas mujeres accedieron a ello. Es importante que se adopten disposiciones que garanticen el reparto de la anticoncepción de emergencia en los servicios públicos de salud, en todos nuestros países.

Al mismo tiempo insistimos en la urgente implementación de tratamientos de profilaxis de emergencia para VIH/SIDA y otras enfermedades de trasmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual. 
El acceso a la justicia es aún una asignatura pendiente para las mujeres,  para lograrlo, el Comité recomienda que se garantice, como mínimo, personal especializado para la atención de la víctima y su caso en todas las etapas procesales; espacios con privacidad tanto en comisarías, tribunales, como en servicios de salud; servicios legales gratuitos especializados en violencia contra las mujeres provistos por el Estado; sistemas de interpretación en lenguas indígenas y la confidencialidad y protección de los datos, tanto de las víctimas como sus familiares y testigos.

La mayoría de Estados no reporten el número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias presentadas; ni el número de sentencias condenando al agresor, tampoco lo hicieron sobre el número de procesos de femicidios o muertes violentas de mujeres, mucho menos sobre sentenciados por estos hechos.
La ausencia de datos en ambos casos confirmaría que aún los tribunales de justicia y las fiscalías no cuentan con registros, ni con sistemas de recolección de datos basado en las denuncias y procesos penales en materia de violencia contra las mujeres. 

Para lograr el acceso a la justicia es indispensable contar con sistemas de procuración e impartición de justicia comprometidos y obviamente especializados en violencia contra la mujer, con el propósito de enviar un mensaje claro a la sociedad, “el que violenta los derechos humanos de las mujeres, sin importar quien sea, será sancionado”.  
A nombre del comité de expertas agradezco el apoyo y las respuestas de los Estados, a las organizaciones de mujeres su contribución, a nuestra Secretaria Ejecutiva por su fundamental respaldo.

Reiteramos nuestra disposición para apoyarlos en la implementación de las recomendaciones a sus países, convencidas de que muy pronto todas ellas serán una realidad. 

� Convención de Belem do Pará Artículo 3





